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      Año 1930. La fuerza de un año siempre pensado en clave de ruptura y corte se impuso en la historia argentina de forma categórica. El golpe encabezado por el general José Félix Uriburu, que el 6 de septiembre había derrocado al gobierno constitucional de Hipólito Yrigoyen, abrió un extenso periodo caracterizado por las irrupciones del poder militar, que se cerró en 1983. Asimismo, inauguró también una etapa más corta, aunque no menos significativa para la memoria histórica de los argentinos, la llamada «Década Infame», que terminó con otra ruptura: la llegada del peronismo al poder. Sumada a estas transformaciones internas, la gran crisis del capitalismo mundial fue otro factor no menos importante.


      Pero las principales razones de ese corte consensuado fueron más bien de naturaleza doméstica. En un par de publicaciones recientes que forman parte de una ambiciosa historia de las ideas en la Argentina, Tulio Halperín Donghi ha denominado a los dos tomos que abarcan el periodo de 1912 a 1943 (y que, previsiblemente, se ven divididos por el año 1930) La República Verdadera y La República Imposible; la idea que sustenta ambos títulos es que a un periodo en el cual finalmente la Argentina habría alcanzado un funcionamiento «verdadero» de la democracia o, más específicamente aún, de su sistema electoral, seguiría otro en el cual ese funcionamiento se vio obturado por el fraude sistemático. La tentación por ver en 1930 una ruptura sustancial debe ceder paso a una mirada algo más atenta a los problemas que los años de ese decenio arrastraban del pasado; la inconveniencia para quienes sólo ven un sólido muro divisor de aguas es que la república a la que aluden ambos textos es la misma. Intentaremos demostrar que, entre 1930 y el siguiente golpe militar de junio de 1943, se asiste al agotamiento definitivo del ensayo abierto con las reformas electorales de 1912 y que, sin comprender las contradicciones y dificultades de ese ensayo, es casi imposible comprender la política de esta década hasta 1943.


      La llegada del peronismo marcó un periodo político más original. No se trata de retomar in toto la pretensión peronista según la cual su gobierno creó prácticamente un mundo nuevo; hace ya muchos años que historiadores y científicos sociales vienen advirtiendo que el peronismo hunde innumerables raíces en los años treinta. Sin embargo, la amalgama que se construye a partir de elementos previos es, desde el punto de vista político, la apuesta por una república bien diferente a la de los reformadores de 1912 y que, todavía en los años treinta, funcionaba como umbral de llegada para una buena parte del universo político. Es éste el problema que pretendemos destacar: mientras que buena parte de los años treinta debe entenderse en una clave mayoritaria y fundamentalmente restauradora (aunque, por supuesto, no falten las opiniones a favor de alguna clase de cambio), el peronismo representa un ensayo novedoso, aunque reconozca naturalmente sus antecedentes en el pasado inmediato. La apuesta peronista también enfrentó su propia y muy temprana crisis a partir de comienzos de los años cincuenta; esta crisis derivó en el nuevo golpe de Estado que derrocó a Perón en 1955, pero se extendió durante años en una «larga agonía» de casi tres décadas, durante las cuales nadie fue capaz de dar con una fórmula política estable, a pesar de los varios intentos que se desplegaron y que abarcaron desde una democracia liberal más o menos abierta o restringida hasta la opción por la violencia política armada asumida por representantes de todos los signos políticos.


      En este trabajo se intentará mostrar las condiciones de la «república reformada» y de la «república peronista», para tratar de explicar sus peripecias y las razones y modalidades de sus crisis.


       


       


      El comienzo del fin


       


      La reforma electoral de 1912, aprobada por iniciativa del presidente Roque Sáenz Peña y que impuso en la Argentina el sufragio secreto y obligatorio para todos los varones adultos nativos, junto con algunas otras garantías electorales como el uso del padrón militar, tenía en el imaginario de sus autores al menos dos objetivos. Debía, por un lado, crear un mecanismo mediante el cual una sociedad cada vez más heterogénea y compleja, pero animada por un ideal común de progreso, se viera más sólidamente representada en la política dado que, según un diagnóstico para entonces muy difundido, esto no era lo que venía sucediendo. Sobre todo debía crear un sistema de reglas que permitiera a la élite política dirimir sus conflictos sin necesidad de recurrir a la violencia, para entonces una situación por lo demás recurrente. De allí otra de las claves de la reforma: el reemplazo del sistema de mayoría por el de mayoría y minorías, a través del cual éstas se incorporarían al Parlamento evitando así que su exclusión derivara en revoluciones. Para 1929, todo indicaba que esta opción no era el mejor camino.


      En 1916, fueron un partido opositor, la Unión Cívica Radical (UCR), y su líder, Hipólito Yrigoyen, los beneficiados con esta ley, que abrió el ciclo de presidencias radicales que llegó hasta 1930. Si bien esta victoria fue una gran sorpresa, lo cierto es que el sistema resultante estuvo lejos de responder a las expectativas reformistas. Por el contrario, el radicalismo —que venía impugnando fuertemente todo el sistema político anterior a su llegada al poder— vio su victoria como el final de una lucha moral y apocalíptica entre el «régimen abyecto» y «la causa». Si bien con límites imprecisos, el «régimen» incluía una dimensión temporal y otra política: era el pasado, pero eran también los restos de ese pasado que aún perduraban durante el gobierno de la causa; en términos de Yrigoyen, todo aquel que no fuera radical, pero especialmente aquellos que se denominaban «conservadores». Por su parte, la oposición así denostada vio en Yrigoyen a un demagogo que ponía a las instituciones de la República en serio riesgo. Desde sus primeros días, la democracia surgida de la reforma se pensó en términos de una batalla.


      Aunque la victoria de 1916 fue por escaso margen de votos, una vez en el poder Yrigoyen se dedicó a consolidar «la causa», y recurrió a todas las estratagemas electorales antes utilizadas por los conservadores y que, supuestamente, la revolución moral radical eliminaría. El armazón de poderosas máquinas electorales provinciales incluyó desde las intervenciones federales hasta el uso de recursos estatales para definir comicios: policía brava, comisarios, jueces de paz y recaudadores de impuestos que actuaban como caudillos electorales; instituciones nacionales como el Correo o la Secretaría de Agricultura funcionaban como agencias electorales al servicio del oficialismo. Las constantes intervenciones federales realizadas entre 1916 y 1930 en casi todas las provincias anunciaban la aplicación feroz del sistema de expolio. Un lenguaje casi militar y unas reglas del juego fácilmente impugnables no eran el mejor sustento para un régimen político pacífico.


      Durante los años veinte, la situación se complicó aún más. Por un lado, porque la muy heterogénea oposición interna a Yrigoyen se organizó en un nuevo partido radical, la UCR Antipersonalista y, sobre todo, porque para finales de esa década era evidente que eran muy pocos los que consideraban que el sufragio había servido para resolver los problemas planteados por la reforma. No lo creía la oposición (que achacaba a la demagogia y a las maniobras electorales las victorias del yrigoyenismo) y tampoco los propios radicales oficialistas, quienes sólo consideraban verdaderas las elecciones cuando ellos las ganaban. Así, paulatinamente, el Congreso se convirtió en una tribuna en la cual cada grupo impugnaba la legitimidad política de su rival. Por otra parte, ese mismo Congreso se vio atrapado en lo que Halperín Donghi ha llamado una «extraña parálisis» (por las escasas leyes aprobadas), cuya causa en parte puede ser buscada en la situación ya comentada. En efecto, no fueron pocos los casos en los que los amplios consensos no alcanzaban para aprobar una ley. La sociedad argentina se estaba convirtiendo en una sociedad muy compleja y los citados consensos se basaban en visiones demasiado simplonas de la realidad, que una vez que pretendían convertirse en normas descubrían la suma de intrincados obstáculos que las contradecían. Así, la crisis de representación que la reforma habría venido a subsanar estaba lejos de haberse corregido.


      Sobre estas tendencias, se produjo la crisis política de 1929 a 1930. Desde su asunción en octubre de 1928, el segundo gobierno de Yrigoyen tuvo que hacer frente a una crisis económica y política que, para 1930, se había convertido en una crisis de gobierno. El resultado fue una profunda radicalización de las rivalidades entre gobierno y oposición. Las elecciones de marzo de 1930 tensaron aún más la situación: la campaña, plagada de actos de violencia, incluyó numerosos enfrentamientos, varios muertos y todo tipo de presiones policiales sobre los electores. En las provincias de San Juan, Mendoza y Córdoba, donde la victoria oficialista estaba en duda, el gobierno recurrió a maniobras abiertas de fraude electoral. Aun así, luego de la aplastante victoria yrigoyenista de 1928, el triunfo de 1930 no alcanzó a disimular su notorio retroceso electoral en todo el país, coronado con una sonora derrota en la capital de la República. La oposición concibió la elección como una victoria, mientras que la UCR perdía su imagen de mayoría electoral indiscutible y, lo que era mucho peor, su pretendida asociación con la pureza y la limpieza en los procedimientos electorales: dos factores esenciales de la religión cívica y de la identidad radical estaban en duda.


      Pero la euforia opositora que siguió a marzo de 1930 tenía un límite: pese al retroceso radical, el sistema electoral (dos tercios de los cargos en juego para la mayoría, uno para la minoría) le atribuía igualmente la mayor cantidad de representantes legislativos al partido ganador, por lo cual se activó la alternativa golpista. Al promediar 1930, esta alternativa no estaba muy bien organizada, aunque podían reconocerse dos grupos. Por un lado estaban los partidos opositores, que se reunían en la sede del popular vespertino Crítica. Por el otro, estaba la desorganizada conspiración militar liderada por el general Uriburu, que enfrentaba muy serios problemas dado que la mayor parte de los oficiales del ejército (en especial aquellos oficiales con mando de tropa) respondían al ministro de Guerra y ferviente yrigoyenista, el general Luis Dellepiane, que estaba al tanto de la conspiración.


      Ni la crisis económica ni la política aseguraban el éxito del golpe. Lo que inclinó la balanza fue la crisis del propio gobierno. Yrigoyen era un hombre muy anciano y, si bien no había perdido su lucidez, un estilo de gobierno demasiado centrado en su persona resentía y retrasaba la toma de decisiones en un momento especialmente difícil. Sus colaboradores más estrechos apenas disimulaban la lucha para beneficiarse con una probable sucesión anticipada, llegando incluso a estrechar contactos con los conspiradores. En una incompresible decisión política, atribuible a una verdadera intriga palaciega, Dellepiane fue despedido del gobierno a sólo tres días del golpe. Sin defensa militar, las puertas de la Casa Rosada quedaron abiertas para quien quisiera tomarla, de modo tal que, el 6 de septiembre, una columna compuesta por muy escasas fuerzas militares y una multitud de civiles mal armados se hicieron dueños de la sede del poder. El escritor Roberto Arlt describió la marcha como un alegre desfile: tan fácilmente había caído el gobierno que apenas dos años antes había arrasado en las elecciones.


       


       


      Las dos revoluciones


       


      Los conflictos entre los grupos revolucionarios se hicieron sentir una vez instalado el gobierno de facto: dos concepciones de la revolución estaban en juego. Para el nuevo presidente, la revolución debía ser el inicio de un cambio sustancial del régimen político, encarnado en una reforma constitucional que terminara con las instituciones liberal-democráticas e impusiera otras de inspiración nacionalista, corporativista y elitista. Contaba con el respaldo de grupos nacionalistas y pseudofascistas que habían crecido durante los años veinte —algunos de cuyos miembros llegaron a ocupar cargos de importancia—, de un conjunto de oficiales que compartían sus ideas y de un sector importante del conservadurismo de la provincia de Buenos Aires. Para el grupo uriburista, la revolución había sido obra del ejército y tocaba a esta institución en exclusividad la tarea de la regeneración nacional.


      Sin embargo, ésta no era la opinión de la mayoría de quienes habían respaldado el golpe, incluidos los partidos y los medios de opinión pública (especialmente los grandes diarios nacionales como La Nación, La Prensa, Crítica), para los que el 6 de septiembre entraba en la tradición de «revoluciones republicanas» de origen civil, en todo caso apoyado por militares —que desde la última década del siglo XIX habían sido insistentemente encarnadas por el radicalismo y el propio Yrigoyen—, y cuyo objetivo no era un cambio rotundo de estructuras, sino simplemente la restauración de un régimen democrático e institucional que estaría siendo violado por un déspota. El imperativo era el pronto regreso a la normalidad constitucional. Este amplio y heterogéneo grupo contaba, además, con el respaldo de la mayor parte de los oficiales revolucionarios (ahora encaramados en los mandos de tropa), quienes reconocían como jefe al exministro de Guerra de la gestión radical de Marcelo Torcuato de Alvear (1922-1924), el general Agustín Pedro Justo. La insistencia de Uriburu en la necesidad de una inmediata reforma constitucional erosionó su poder y consolidó la figura de Justo como garantía de una rápida normalización constitucional.


      El problema de Uriburu no era sólo que tuviera escasos seguidores, sino que la institución militar, a la que pretendía transformar en agente de la regeneración por venir, no quería asumir esa responsabilidad. En 1930, entre los oficiales primaba una posición legalista que consideraba las intervenciones en la política como la irrupción en un campo prohibido. Esto no quiere decir que no fuera parte de la política —de hecho, tanto Yrigoyen como Justo buscarían en la fuerza respaldos para su liderazgo—: lo que estaba en cuestión era cuál debía ser la forma legítima de esa intervención. A comienzos de 1931 un nutrido grupo de altos oficiales conminó al presidente de facto a un rápido retorno a la normalidad institucional. Semanas más tarde, la decisión de Uriburu de convocar elecciones detuvo un alzamiento castrense en su contra, muy probablemente promovido por el propio Justo. A pesar de ello, un grupo de oficiales radicales comprometidos en la conspiración se alzaron en Corrientes al mando del coronel Gregorio Pomar, pero fueron reprimidos.


      Acorralado en la opinión y derrotado en el ejército, Uriburu ensayó una salida electoral diseñada por su ministro del Interior, el nacionalista y conservador bonaerense Matías Sánchez Sorondo. El 5 de abril de 1931, se votó en la provincia de Buenos Aires y ganó la UCR. Además de confirmar el derrumbe de Uriburu, los comicios demostraron claramente que la retirada del radicalismo distaba mucho de ser un desbande.


      El gobierno se vio obligado a convocar elecciones nacionales para fin de año, y Justo comenzó a construir una candidatura tan sinuosa que llegó a intentar encabezar la fórmula del radicalismo. El paso no era descabellado: detenido y proscrito Yrigoyen, el partido quedaba en manos de Alvear, de quien Justo había sido ministro. Sin embargo, sus intentos fracasaron, ya que Alvear reservaba esa candidatura para sí mismo. Justo buscó entonces la división del partido, que desde el golpe parecía volver a unirse, una empresa que tuvo un éxito relativo ya que consiguió el respaldo de algunos grupos antipersonalistas. Sólo alcanzó su propósito utilizando todo su poder dentro del gobierno para conseguir el veto de la candidatura de Alvear, lo que llevó a la UCR a decidir la abstención. Mientras tanto, Justo se aseguró el apoyo de los partidos conservadores provinciales constituidos en el Partido Demócrata Nacional, y también el del Socialista Independiente, una facción escindida del Partido Socialista, flamante ganadora de las elecciones en la Capital Federal.


      La lista que lo enfrentó, la Alianza Civil formada por socialistas (fuertes en la Capital Federal) y demócratas progresistas (cuyo feudo era el sur de la provincia de Santa Fe), no podía disputar la presidencia. Con la ausencia de candidatos de la UCR, Justo ganó cómodamente los comicios presidenciales de noviembre de 1931, aunque no faltaron maniobras turbias en Buenos Aires y Mendoza (en esta última provincia entre los propios partidos que apoyaban a Justo).


       


      Dificultades del gobierno de Justo


      Cuando Justo asumió la presidencia en febrero de 1932, la crisis era una de sus prioridades. Por un lado, la económica, que afectaba especialmente a una nación dependiente de la exportación de productos alimenticios y de la disponibilidad de capitales extranjeros. Durante la década de 1930 se hicieron cada vez más audibles las voces que denunciaban esta situación vulnerable haciendo responsable de la misma a Gran Bretaña, símbolo del lazo de Argentina con el mundo y que, además, para el nacionalismo católico tenía el agregado de ser una potencia herética. Las actitudes de Justo, tendientes en todos los casos a reconstruir estos lazos, incluso al precio de un sonoro escándalo como el que rodeó la aprobación del Tratado de Londres, conocido como Tratado Roca-Runciman (1933), le enajenaron muy rápidamente el apoyo de los sectores nacionalistas descontentos por la intervención del presidente en el fracaso de Uriburu. De todos modos, la resolución de la crisis por parte del ministro Federico Pinedo —que, como en tantos otros casos, implicó el inicio de la redefinición de la relación entre el Estado y la sociedad— derivó en una situación mucho más distendida para mediados de la década.


      Las críticas del nacionalismo tenían otra cara política, relacionada con las concepciones de Justo acerca del destino de la apuesta reformista. En efecto, aunque no desconocía lo que para muchos, y a tono con la época, eran los «problemas de la democracia», confiaba en una pronta normalización del sistema político y, en consecuencia, no veía razón para abandonar el régimen republicano y la Ley Sáenz Peña. Las múltiples opciones abiertas por el derrumbe de las democracias liberales en buena parte del mundo occidental las juzgaba exóticas y descartables. Esta visión no podía olvidar que el nuevo gobierno no sólo había nacido de una ruptura del orden constitucional, sino que, además, el partido que había sido desplazado del gobierno y que no había dejado de ser el partido mayoritario impugnaba su legitimidad con la abstención electoral.





OEBPS/Styles/page-template.xpgt
 

   

     
	 
    

     
	 
    

     
	 
    

     
         
             
             
             
        
    

  





OEBPS/Images/portada.jpeg
EN LA HISTORIA
CONTEMPORANEA

[a vida politica

Argentina

1930/1960
Luciano de Privitellio

taurus

FUNDACIONMAPFRE





OEBPS/Images/portadilla.jpeg
AMERICA LATINA
EN LA HISTORIA
CONTEMPORANEA

La vida politica

Argentina

1930/1960
Luciano de Privitellio

taurus

FUNDACIONMAPFRE





